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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

       SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, septiembre ocho de dos mil nueve
Expediente 66001-31-10-003-2009-00519-01
Acta N° 448 de septiembre 8 de 2009
Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por la señora Martha Pelegrina Ramírez López contra la sentencia del 27 de julio último, proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, en la acción de tutela que la impugnante mencionada promovió frente a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional -Acción Social-.
ANTECEDENTES
Expuso la señora Martha Pelegrina Ramírez López que se encuentra registrada en condición de desplazada desde el 21 de julio de 2006; que es madre cabeza de familia y que bajo su custodia están sus tres hijos menores de edad; que solamente ha recibido la ayuda humanitaria entre los meses de julio a octubre de 2006, proyecto productivo en febrero de 2007 por valor de $1’300.000, una prórroga en marzo de 2008 por $920.000,oo y una prórroga en junio 2 de 2009 por valor de $460.000,oo, por lo que consideró que no ha tenido todas sus garantías, derechos y beneficios acorde con la ley; que no tiene trabajo estable ni ninguna ayuda económica; que en el momento se encuentra afiliada al sistema de salud subsidiado, que está sufriendo mucho de sus dos piernas, que mantiene con mucho “stres” y padece migraña. 

Pidió que se tutelaran los derechos fundamentales a la “vivienda, el autosostenimiento” porque no tiene cómo vivir con su grupo familiar, y la salud integral del mismo en su condición de desplazados.
La demanda fue admitida, se concedió término a la entidad para que se pronunciara, pero no lo hizo; se negó la medida provisional deprecada y se escuchó en interrogatorio a la accionante.
El juzgado de conocimiento, mediante sentencia del 27 de julio del año en curso, previa consideración acerca del objeto de las ayudas humanitarias establecidas para la población desplazada y de que Acción Social venía cumpliendo con las ayudas previstas por la ley dentro de su competencia, sumado a que la actora no indicó qué trámites había adelantado para efectos de ser inscrita en los beneficios de adquisición de vivienda, denegó la tutela solicitada, pero requirió a la demandada para que en el término de 10 días siguientes a la notificación del fallo, realizara los actos administrativos correspondientes, para verificar lo atinente al subsidio de vivienda al que tiene derecho Martha Pelegrina Ramírez López.
Tal decisión fue oportunamente impugnada por la accionante que expone, en forma primordial, que estima no ha recibido de manera constante, apropiada y justa por parte de la accionada, todas las ayudas referentes a alimentación, vestuario, transporte, autosostenimiento e integrado por los componentes de vivienda y/o subsidio para la misma y generación de ingresos.
Ahora es viable decidir, previas estas:

  



CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue instituida por  la Constitución Política de1991 como un mecanismo sumario y excepcional que permite a toda persona acudir ante un juez a invocar protección especial para sus derechos fundamentales, cuando son objeto de amenaza o vulneración por la acción u  omisión de las autoridades públicas o, en algunos casos, de los particulares.

En el caso de ahora la demandante actúa en su propio nombre y tiene facultad para hacerlo, dirige su reclamo contra “Acción Social”, establecimiento público dotado de personería jurídica, que por lo tanto puede soportar formalmente esta acción, y se está invocando protección para los derechos a la vida en condiciones de dignidad, vivienda y salud, según se entiende del contenido de su escrito, dada su situación de desplazada.

En tal orden de ideas, la procedencia de la tutela invocada depende de que realmente exista vulneración o amenaza de tales derechos, y que ella provenga de acciones u omisiones de la demandada.

Para establecerlo, lo primero que debe acotarse es que es cierta la conclusión a la que llegó el juzgado de primera instancia en el sentido de que Acción Social ha desplegado todas las actuaciones primarias que son de su responsabilidad en el proceso de protección para la señora Martha Pelegrina Ramírez López y su núcleo familiar, pues así se deriva, incluso, de lo relatado por ella misma desde el escrito inicial y del interrogatorio absuelto. Quiere decir ello, que existe certeza de que la entidad accionada entregó a dicha señora la ayuda humanitaria que le corresponde de acuerdo a la Ley 387 de1997, más un rubro para el proyecto productivo e incluso algunas prórrogas, la última concedida en el mes de junio del presente año por tres meses más.

Sin embargo, esa sola conclusión no es suficiente para afirmar que no es procedente la tutela invocada, puesto que según lo entendió la Corte Constitucional al estudiar la constitucionalidad de la citada ley respecto de la ayuda humanitaria, si bien es legítimo y conveniente que sea limitada en el tiempo, tal limitación la impone el lapso durante el cual la persona objeto de protección logre obtener los medios necesarios para procurar para sí y para quienes de ella dependen, una vida en condiciones de dignidad
 como se advierte de las manifestaciones de la demandante.
No obstante, si Acción Social le suministró la ayuda humanitaria de emergencia, aunada al dinero suministrado para un proyecto productivo, y le ha venido prorrogando la misma, siendo la última prórroga del 2 de junio del presente año por tres meses más y la demanda fue presentada al mes siguiente, es decir, que a la fecha de su promoción la señora Ramírez López venía gozando de los beneficios que competen al Estado por medio de la institución accionada, no se ve cómo pudiera estar quebrantándose el derecho fundamental reclamado, es decir, que tal como lo concluyó la funcionaria de conocimiento, es evidente que Acción Social ha cumplido con las cargas que le competen para salvaguardar los intereses de Martha Pelegrina, como sujeto de especial protección ante la situación de vulnerabilidad en la que se halla.

Es más, no se ve que pueda existir vulneración del derecho de la salud, que también se reclama, si tanto ella como su grupo familiar, según lo asevera en su demanda, se encuentran afiliados bajo el régimen subsidiado en salud a la EPS-S Asmet Salud, entidad a la que puede acudir para ser valorada y tratada por las dolencias que indica que la afectan.

En esas condiciones no se puede concluir que exista, se repite, una violación por parte de Acción Social de los derechos cuya protección se invoca, lo que torna improcedente la acción, así que la sentencia por este aspecto deberá confirmarse. 

Quedaría por ver si la orden que contiene el ordinal segundo haya de mantenerse.  Para empezar, no parece adecuado para la Sala que se niegue una protección constitucional y, sin embargo, se le impartan órdenes a la autoridad vinculada tendientes a la satisfacción de un derecho. O se está vulnerando o no el derecho, y ello tiene una especial incidencia, porque en caso de no acatarse ese requerimiento, si el amparo fue negado, se haría cuando menos difícil concluir que el agente que se sustrae a ello pueda incurrir en un desacato. Dicho de otra manera, si el juez observa que la entidad, en este caso Acción Social, no cumple cabalmente sus obligaciones, debe conceder el amparo y requerirla para los efectos que estime pertinentes; pero si no es así, debe negar la protección, sin más aditamentos para evitar la ambigüedad en la decisión. 

Como atrás se dijo, no se vislumbra la trasgresión de derechos fundamentales en este caso concreto por parte de Acción Social que ha venido brindándole a la accionante las ayudas necesarias para cumplir con algunos de esos componentes que ella cita en su escrito de impugnación. Respecto de otros, como el de la vivienda, o la educación, para citar algunos, no se ha afirmado por la demandante que los hubiese solicitado a las entidades encargadas de suplir dichas necesidades, tampoco a Acción Social y que esta hubiese negado su acompañamiento o la información que requiere para su inscripción en los diferentes planes que sobre ellos se tengan diseñados.  En el escrito inicial se adujo algo diferente, y es que la Agencia demandada sí ha prestado ayuda humanitaria, la ha prorrogado dos veces y le ha suministrado apoyo económico para el proyecto productivo. De allí que no se pueda deducir, por más que se guardara silencio durante el término de traslado, que Acción Social se haya desentendido de este núcleo familiar.

De manera que el ordinal segundo será revocado, sin que por ello se entienda que se hace más gravosa la situación de la impugnante, si se entiende que en materia de tutela no opera el principio de la reforma en perjuicio, porque el juez constitucional de segundo grado está facultado para abordar la situación en toda su extensión.  





DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA el ordinal primero y REVOCA el segundo de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad dentro de la acción de tutela promovida por Martha Pelegrina Ramírez López contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional -Acción Social-.
  



Entérese de esta decisión a los intervinientes por el medio más expedito posible; en firme, remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.    




  



Notifíquese 

   



Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS










� Sentencia C-278 de 2007, M.P. Nilson Pinilla Pinilla.
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